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12808 RESOLUCION <k 12 <k mayo <k 1994. <k la Dirección G"","
Tal de los Registros y del Notariado, en el recurso guber­
nativo interpuesto por elNotario-de Madrid don José María
de Prada González contra la negativa del Registrador de
la Propiedad número 11 de Mad'rlil a inscribir una escri­
tura de compraventa, en virt'Ud de apel4ci6n del señor
Registrador.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Madrid don
José María de Prada González contra la negativa del Registrador de la
Propiedad número 11 de Madrid a inscribir una escritura de compraventa.
en virtud de apelación del señor Registrador.

Hechos

El día 11 de abril de 1992, mediante escritura pública autorizada por
el Notario de Madrid don José María de Prada GonzáJez, la entidad .Banesto
Leasing, Sociedad de Arrendamiento Financiero, Sociedad Anónima_, ven­
dió a .Muyrsa, Sociedad Anónima., una finca sita. en Madrid, local comercla1
denominado 9-S de la galerí;a comercial del edificio sito en calle Galeón,
número 27, con vuelta a Bergantín, finca registra! número 17.465 del Regis­
tro de la Propiedad. número 11 de los de Madrid. En la citada escritura
los comparecientes exponen: dI) Que, mediante escritura otorgada ante
el Notario de Madrid don Carlos Vázquez Balbontín, el 12 de enero de
1987, número 26 de su protocolo, la compañía mercantil "Transleasing
Banesto, Sociedad Anónima", actualmente denominada "Banesto Leasing
Sociedad de Arrendamiento Financiero, Sociedad. Anónima", suscribió un
contrato de arrendamiento financiero C-leasing") con la compañía mer­
cantil "Muyrsa, Sociedad Anónima", por el que cedía a esta última, por
un periodo irrevocable de sesenta meses, el uso de la finca descrita en
el expositivo anterior y, asimismo, le concedía una opción de compra de
dicho inmueble, al término del periodo mencionado, obligándose la arren~

dataría a pagar a la arrendadora la cantidad global de 41.286.600 pesetas,
incluido Impuesto sobre el Valor Añadido de 4.423.560 pesetas, pactándose,
igualmente, para el eventual ejercicio de la opción de compra, un precio
global de compraventa de 688.110 pesetas, incluidas 73.726 pesetas corres­
pondientes al Impue~to sobre el Valor Añadido. 111) Que habiendo trans­
currido el plazo establecido para la utilización por la arrendataria finan­
ciera de la finca descrita y habiéndose ejercitado en forma la opción de
compra de la misma, otorgan: 1.0 La compañía mercantil "Banesto Leasing,
Sociedad de Arrendamiento Financiero, Sociedad Anónima" representada
por don Francisco Parreño Martinez, vende a la compañía mercantil "Muyr­
sa, Sociedad Anónima" que, representada por don Juan Muñoz Quesada
y don Gonzalo de AnDas Serra, compra la finca descrita en el expositi­
va I de esta escritura, como cuerpo cierto, libre de cargas y gravámenes
y con cuantos derechos, usos y semcios le son inherentes. 2.0 El precio
de esta compraventa es el de 614.384 pesetas, más 63.726 pesetas corres­
pondientes al Impuesto sobre el Valor Añadido. Dicha suma total declara
la parte vendedora haberla recibido, con anterioridad a este acto, de la
entidad compradora a favor de la cual otorga la más solemne y eficaz
carga de pago•.

II

Presentada la anterior escritura en el Registro de la Propiedad número
11 de los de Madrid fue calificada con la siguiente nota: .Suspendida la
inscripción del precedente documento por observar en él los siguientes
defectos: 1. No constar inscrito el contrato de arrendamientQ financiero
constituido en la escritura de 12 de enero de 1987 ante el Notario de
Madrid don Carlos Váiquez Balbontín, ya que la opción que se ejercita
es un derecho de adquisición preferente, nacido en dicho arrendamiento
financiero que, por razones de tracto sucesivo (artículo 20 L. H.) ha se
ser previamente lnscritocomo contrato de causa única, del que la opción
constituye una prestación esencial. 2. Según el número 8 de la disposición
adicional séptima de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e
Intervención de las Entidades de Crédito, las sociedades de arrendamiento
financiero tienen como objeto social exclusivo la realización de e.sta ope­
raciones, por lo que no pueden efectuar ventas de bienes inmuebles que
no se deriven de un derecho de arrendamiento financiero previamente
inscrito. 3. No se cumple en esta compraventa el requisito esencial de
la fijación de un precio cierto (artículo 1.445 del C. C.), ya que no-puede
considerarse como tal el ovalar residual del bien transmitido, que consta
en el apa.r1lado segundo del otorgamiento como tal precio... No practicada
anotación preventiva por no haber sido solicitada. Contra esta calificación
puede interponerse recurso gubernativo ante el Tribunal Superior de Jus­
ticia de la Comunidad de Madrid, en el plazo Y forma fijados por los
artículos 112 y siguientes del Reglamento Hipotecario.-Madrid, 15 de
diciembre de 1992.-El Registrador, finna ilegible_o

III

El Notario autorizante del documento interpuso recurso gubernativo
contra la anterior calificación y alegó: 1. Que en esencia lo que dice el
Registrador con referencia al primer defecto es que no se pmde otorgar
la escritura de comprlWenta en la que se hace uso de un derecho de opción
si previamente no está inscrito éste en el Registro, y que, siendo el derecho
de opción un ele¡nento integrante del contrato de arrendamiento finan·
ciero, debe haberse inscrito previamente también éste en el Registro de
la Propiedad..

El Registrador apoya esta te'Bis en el artículo 20 de la Ley Hipotecaria.
Procede, pues, rebatir dicha tesis, pues en la escritura calificada se cumplen
escrupulosamente los requisitos que el articulo citado establece para el
tracto sucesiyo. La finca figura inscrita en el Registro a nombre de .Banesto
Leasing~, según resulta de la escritura y del propio Registro, siendo dicha
entidad la que a través de su representante realiza el acto de disposición
de la finca en cuestión. Que, por otro lado, la tesis del Registrador carece
de base legal alguna: a) En virtud de lo dicho anteriormente con referencia
al articulo 20 de la Ley Hipotecaria, Y b) En consideración a que la ins­
cripción en nuestro derecho es voluntaria y, en el caso concreto, del derecho
de opción con mayor motivo, ya que es un derecho "personal que en principio
no es, por tanto, inscribible en el Registro y que sólo cabe incribirlo cuando
reúne los requisitos establecidos en el artículo 14 del Reglamento Hip~

tecario, de los que se deduce que solo cuando hay una voluntad expresa
de los interesados es inscribible. Ahora bien, esto no quiere decir que
no sean inscribibles los actos de disposición realizados en el ejercicio
del derecho de opción. Y naturalmente al realizarse el acto de disposición
derivado del contrato de opción se hará referencia a éste y se otorgará
la escritura de compraventa en cumplimiento de lo pactado en aquél,
debiéndose inscribir la misma sin dificultad y sin que se haya inscrito
previamente la opción. 2. Que el segundo defecto de la nota de calificación
tiene menos justificación todaVÍa que el anterior, en virtud de las siguientes
razones: a) Porque la compraventa que se documenta en la escritura pre­
sentada a inscripción es una compraventa realizada en cumplimiento de
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un derecho de opción pactado en un contrato de arrendamiento financiero,
es decir, que se trata de un acto típico de la actividad social de la sociedad
para la que se encuentra perfectamente capacitada, y se considera que
no es obligatoria la inscripció!1 previa del arrendamiento financiero, y
b) Porque no es cierto que el objeto social limite la capacidad de la socie­
dad. Este es el criterio de la doctrina española y de la Dirección General
de los Registros y del Notariado en numerosas resoluciones, entre las
que cabe citar la de 5 de noviembre de 1969. 3. Que se considera absurdo
el tercer defecto de la nota de c&:lificación. Que de la lectura de la misma,
del articulo 1.445 del Código Civil y del otorgamiento segundo de la escri­
tura calificada, se comprende la grave confusión sufrida en este punto
por el Registrador. La exigencia del Código es que el precio sea cierto
expresado en dinero o signo que lo represente. La cláusula establece como
precio una cantidad meticulosamente detenninada y expresada en pesetas.
El Registrador confunde en este punto de su nota la certeza del precio
con la fonna en que las partes han llegado a fijar este precio. En nuestro
Derecho la fijación del precio es libre para las partes. Hay que tener en
cuenta que se trata de una venta en uso de una opción de compra derivada
de un contrato de arrendamiento financiero en el que por imposición
legal debe incluirse la opción y pactarse en el contrato de arrendamiento
el precio para el supuesto de ejecutarse la opción y que es este precio
libremente pactado por las partes en el momento de flnnar el arrenda·
miento, el que debe servir de precio de la compraventa; y, por eIJo, en
la escritura calificada se hace en la exposición una referencia al valor
residual, que es el pactado en el arrendamiento como precio de venta
al ejercitarse la opción. Para ratificar dicho argumento la propia legislación
da a entender que en la opción derivada de un arrendamientO financiero
ese precio puede no ser real, confonne se deduce del Real Decreto-ley
15/1975, de 25 de febrero, al establecer el régimen tributario de las ope­
raciones de arrendamiento financiero en el artículo 26, 2 y 3.

IV

El Registrador de la Propiedad, en defensa de su nota, infonnó: Que
el recurrente niega la falta de tracto, pero incurre en una gravJ! confusión,
ya que el artículo 20 de la Ley Hipotecaria habla de dos demás derec~os

reales. y no sólo del.dominio•. Que no se puede confundir la voluntariedad
de la inscripción con la exigencia de inscripción de los títulos rezagados,
como es, en este caso, el título en que se constituye el deasing•. No basta
que el transmitente sea titular registral para que se cumpla el tracto, sino
que es necesario, además, que -el título de transferencia alegado figure
inscrito. El principio de tracto exige que el derecho d~l transmitente esté
inscrito cuando se inscriba el derecho del adquirente. En este punto hay
que citar la Resolución de 10 de enero de 1939. En la.escritura calificada
el negocio causal que da lugar a la transmisión es el de .leasing. que
debe constar previamente inscrito o debe inscribirse a la vez. Que el
recurrente, al hablar del artículo 14 del Reglamento Hipotecario y de los
requisitos exigidos por este precepto para la inscripción de la opción,
olvida que no se trata de una opción regulada por dicho artículo, sino
de la que fonna parte de un arrendamiento financiero o deasing., figura
regulada por la disposición adicional séptima de la Ley 26/1988, de 29
de julio, sobre disciplina e intervención de las entidades de crédito y sobre
cuya naturaleza jurídica existen diversas teorías, siendo la predominante
la que la considera un contrato complejo y atípico con unidad causal,
en el que se funden la cesión de uso y la opción de compra con causa
única, como dice la sentencia del Tribunal Supremo de 10 de abril de
1981. La doctrina considera que su inscripción es imprescindible a los
efectos de publicidad y se debe inscribir como un verdadero derecho real
sujeto a las normas generales hipotecarlas, amparadas por el artículo 7
del Reglamento Hipotecario. En este mismo sentido la jurisprudencia del
Tribunal Supremo en las sentencias de 10 de abril de 1981, 18 de noviembre
de 1983, 26 de junio de 1989 y 28· de mayo de 1990. Que la causa de
la compraventa no es el derecho de opción sino el .leasing. y, por eso,
es indispensable la inscripción. Que hay que señalar lo dispuesto en la
disposición adicional séptima de la Ley de 1988, en su número 1. Por
tanto, la Ley no regula un derecho de opción sino un arrendamiento finan­
ciero del que la posibilidad·para el usuario de adquirir el bien con pre­
ferencia a cualquier persona y en las condiciones nlarcadas en el contrato,
constituye parte de la esencia misma del contrato. Sin opción no hay
.leasing•. Que se trata de una opción no legal ni mucho menos convencional,
pues se deriva necesariamente del arrendamiento financiero, que escapa
a la autonomía de la voluntad. por razones de orden público económico.
El arrendamiento financiero es una unidad y no se puede descomponer
en las facultades que se derivan del mismo. No se puede pretender inscribir

facultades aisladas de los derechos reales y no hacerlo con el derecho
real en sí mismo. De no realizarse la inscripción se daría el supuesto
anonnal de que el contrato podría carecer de algún requisito o adolecer
de algún defecto que debiera impedir la inscripción posterior de la com­
praventa hecha en ejecución de la opción, integrada en el .leasing.. El
Registrador ha de cumplir lo establecido en el artículo 18 de la Ley Hipo­
tecaria. Por otra parte, de no incribirse el arrendamiento financiero sería
imposible la aparición de terceros adquirentes, protegidos por el Registro,
del derecho sobre el que recae la opción, que haría inviable su ejercicio,
lo que se pretende evitar con la publicidad registral del .leasing•. Que,
en lo que se refiere al segundo defecto, la primera razón alegada por
el recurrente no puede prosperar si se admite la necesidad de inscripción
del arrendamiento financiero. En cuanto a la segunda razón del recurrente,
hay que señalar que esa doctrina sólo puede mantenerse respecto de las
sociedades en general, pero no a las de objeto único, corno las de arren­
damiento financiero, según la referida disposición adicional séptima de
la Ley de 1988. De otra forma no se explica por qué los bancos tienen
sus propias entidades de deasing•. Si, como cree el recurrente, el objeto
social no limita la capacidad legal, la restricción a que alude el número
10 de la disposición adicional séptima de la Ley de 1988 estaría de más
y no se entendería por qué se crean estas sociedades especiales. Que,
en lo que respecta al tercer defecto, el principio de especialidad hipotecaria
requiere que el precio conste con claridad en el documento inscribible,
requisito que el articulo 1.445 del Código Civil exige con carácter sus­
tantivo. Si es verdad que en Derecho Español común no existe el requisito
del precio justo, es evidente que si la compraventa se hace por una sociedad
mercantil que tiene la ide_a de lucro como fundamental, no es lógico pensar
que se pueda vender la finca por un preCio irrisorio que no sea el valor
del mercado. En las escrituras de compraventa, el precio completo debe
aparecer bien en las estipulaciones, bien en el otorgamiento, aunque se
desdoble en cuanto a las fonnas de pago, pero nunca puede faltar el precio
total, lo que ocurriría en este supuesto, sise prescinde del arrendamiento
financiero. En este punto cabe citar la sentencia del Tribunal Supremo
te 28 de mayo de 1990. • .

v

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Madrid revocó la
nota del Registrador fundándose, en lo referente al primer defecto, en
que en el caso objeto del recurso baste y sobre con la inscripción del
dominio; en lo que concierne al segundo defecto de la nota, en el número
8 de la disposición adicional séptima de la Ley 26/1988, de 29 de julio,
sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito Financiero;
y, en lo que se refiere al tercer defecto, en la cláusula segunda del epígrafe
.Otorgan. de la escritura calificada.

VI

El Registrador apeló el auto" presidencial, manteniéndose en sus ale­
gaciones, y añadió: 1.0 Que no está legitimada la entidad arrendadora
para vender a cualquiera, aunque en virtud del principio de autonomía
de la voluntad pudiera hacerlo, porque lo que no resulta admisible es
que, reconociendo la plena validez entre las partes de un titulo adquisitivo
e, invocando su existencia, no se presente a inscripción, siendo como es
el que legitima la adquisición y detenninante del contenido de los derechos
de los interesados. Naturalmente que la inscripción es voluntaria en dere­
cho español, pero si se quiere inscribir una compraventa, reconociendo
que es cOBsecuencia de un arrendamiento financiero, se debe inscribir
éste, ya que fonna un todo unitario, del que no se puede separar ninguna
de sus partes integrantes. Por otra parte, el Registro es control de legalidad
y no inscribir el·· arrendamiento financiero es disociar el contrato y man­
tener oculto un clausulado necesitado de publicidad para garantizar la
seguridad jurídica, tanto para las partes como para terceroS'. La Ley de
1988 aborda la regulación general de estos actos y todo el control de
cumplimiento de estas cláusulas corresponde al Registrador, en virtud
del principio de legalidad contenido en el artículo 18 de la Ley Hipotecaria.
La calificación se funda no sólo en la existencia del cumplimiento de tracto
sino en la necesidad de presentación del contrato de arrendamiento finan­
ciero en el Registro para que el Registrador aprecie que se han cumplido
todos los requisitos legales. 2.° Que el deasing. está reservado a las socie­
dades anónimas con determinados requisitos que son los e1dgidos por
la Ley de 1988, a diferencia del arrendamiento con opción de compra,
que puede hacerse por cualquier empresa, sin necesidad de ningún requi-
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sito esencial. y 3) Que el valor residual no puede considerarse precio
de la compraventa. El precio será el pagado por la entidad. financiera
y abonado luego por el arrendatario-optante, más los intereses y añadidos.
El valor residual es inferior al precio de adquisición por el empresario
e inferior al valor de mercado, representado sólo una parte del precio
del inmueble, trasmitido por el arrendamiento financiero. En este punto
hay que citar la Resolución de 11 de julio de 1936.

Fundamentos de derecho

Vistos la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre disciplina e intervención
de las entidades de crédito; los articulos 2 y 20 de la Ley Hipotecaria;
artículo 14 del Reglamento Hipotecario; sentencias del Tribunal Supremo
de 26 de junio de 1969 y 28 de mayo de 1990 y las resoluciones de este
centro de 7 de diciembre de 1978, 30 de julio de 1990, 17 de diciembre
de 1993 y 11 de marzo de 1992.

1. La cuestión debatida en este recurso se concreta en dilucidar si
es indispensable la previa inscripción de un contrato de arrendamiento
financiero para que posteriormente pueda ser inscrita1a venta celebrada
entre los mismos contratantes y respecto del mismo bien sobre el que
recayó dicho arrendamiento (tesis del Registrador) o, por el contrario,
aquella previa inscripción no es necesaria para la inscribilidad de la venta
(tesis del Notario autorizante de la escritura).

2. El primero de los defectos alegados lo fundamenta el Registrador
en el incumplimiento del principio de tracto sucesivo. En la necesidad
de la previa inscripción del contrato de arrendamiento financiero, como
contrato de causa única, del que la opción constituye una prestación
esencial.

No es de fácil comprensión llegar a ver qué relación existe entre el
principio de tracto sucesivo y la conf'Iguración del contrato de arrenda­
miento financiero como contrato de .causa única. Podría pensarse que
alude a la orientación doctrinal que configura el arrendamiento financiero
como un contrato único, de contenido trilateral. que engloba al proveedor
del bien, a la sociedad de deasing. y al arrendatario, en el que la unidad
contractual empieza con la compra previa y concluye con la adquisición
fmal por arrendatario optante. Pero esta. posición no puede admitirse,
ni doctrinalmente, al estar fundamentada en la existencia de una causa
única de contenido económico, la financiación de la empresa, que no puede
unificar jurídicamente a los distintos negocios concurrentes en la figura,
ni tampoco legalmente según resulta del tipo contractual delineado en
la disposición adicional 7.-, 1, de la Ley 26/1988. La primera venta es
jurídicamente independiente del propio arrendamiento fmanciero, no afec·
tándole las vicisitudes jurídicas de éste último.

También podría pensarse, aceptando ahora la tesis de la bilateralidad
del contrato, que éste en realidad es una compraventa con precio aplazado
porque el optante apenas tiene libertad para ejecutar la opción y se verá
en todo caso compelido por razones económicas a terminar de adquirir
la propiedad del bien que se le ha entregado. Pero esta teoría tampoco
puede admitirse porque el arrendatario es libre de ejercitar o no la opción
y su configuración como compraventa no ha sido asumida por el legislador.
La regulación legal no ha ligado al efecto transmisivo al propio contrato
de -leasing.,· sino que ha dejado a la libre voluntad del arrendatario el
ejercicio de la potestad de adquisición. La unidad del contrato de deasing»
queda concretada a una cesión onerosa de uso del bien con derecho de
adquisición del mismo por el usuario ,a la conclusión de aquél. En el con­
trato de arrendamiento financiero ha de incluirse necesariamente, por
imperativo legal, una opción de compra a su término en favor del usuario.
La relación entre el derecho de uso y la opción de compra es absolutamente
necesaria para que nazca la figura con contornos propios, no puede haber
entre ellos posible separación, por lo que debe sostenerse que el contrato
de arrendamiento financiero no es verdadero arrendamiento ni el derecho
de opción ligado a él verdadera opción, sino que el todo es un contrato
unitario que faculta para usar el bien y en el cual va ínsito una facultad
potestativa de adquisición. Pero el ~ercicio de esta facultad exige una
declaración de voluntad recepticia dirigida a la sociedad de deasing» dentro
del plazo fijado en el contrato, que deberá justificarse fehacientemente,
y a la que debe ir unida la entrega o, en su caso, la consignación del
valor residual, si bien la transmisión no se operará hasta que se/formalice
la venta y no se podrá inscribir en el Registro hasta el otorgamiento de
la correspondiente escritura pública bilateralmente entre ambas partes,
a no ser que se haya pactado en el contrato inicial el otorgamiento unilateral
por el adquirente cumpliendo los requisitos exigibles. Por ello, desde el
punto de vista registral, se ha de distinguir entre la inscripción del derecho
que surge del contrato, que ha de realizarse unitariamente como un todo,
sin que pueda pretenderse la inscripción aislada de alguna de sus partes,

ya sea de la opción o de la facultad. de goce, de la inscripción de la venta
realizada en ejercicio de la facultad potestativa de adquisición.

La cuestión estriba ahora en dilucidar si es necesario que conste inscrito
el contrato como un todo del que dimana la facultad de adquisición cuyo
ejercicio puede determinar un acto inscribible en el Registro de la Pro­
piedad.. Estimarla necesaria es la posición que sostiene el 'Registrador,
pero llevada a sus últimas consecuencias esa tesis implicaría la necesidad
de inscribir todo tipo de dere~ode adquisición, ya sea legal o voluntario,
ya de carácter real o personal, corno condición indispensable para lograr,
en el ejercicio de aquel derecho, la adquisición del bien inmueble y su
posterior inscripción. Pero esto no ocurre as{en los derechos de adquisición
de carácter legal, corno en los derivados de los arrendamientos urbanos
y rusticos, en -la que no es posible la inscripción (articulo 37-3.0 L. H.),
ni en los de origen voluntario como los retractos convencionales, ni en
el mismo derecho de opción de carácter personal, en los que no es indis­
pensable (artículos 1 y 2 L. H., Y 14 R. H.). Ni desde el punto de vista
del transmitente ni desde el del adquirente se da esa necesidad. El adqui­
rente es libre de acudir al Registro para lograr la máxima protección para
su derecho de adquisición, pero, inscrito o no, cuando se verifica la adqui·
sición ésta. se conecta directamente con la inscripción del dominio del
titular registral (en este caso la sociedad de -leasing») que es el otorgante
de la venta, cumpliéndose así lo que dispone el articulo 20.1 de la Ley
Hipotecaria. Hay un enlace direct.o desde el vendedor al adquirente, sin
que sea n~esarioun estado intermedio porque el comprador no se sucede
a sí mismo, sino al titular registral que realiza la venta. Desde el punto
de vista del transmitente se cumple, además, en vía fermal uno de los
fundamentos de tracto sucesivo, la protección del titular registra! sin cuya
voluntad real o legalmente suplida esa titularidad permanece incólume.
Además en ningún precepto se impone la previa inscripción del arren·
damiento financiero para que la sociedad que otorgó éste pueda realizar
ventas de bienes inmuebles que se deriven de ese arrendamiento.

3. El segundo defecto de la nota tampoco puede prosperar. No sólo
porque en el caso debatido hay datos sobrados en la escritura calificada
para deducir que el negocJ.o cuestionado queda claramente incluido en
el objeto social de la entidad transmitente, sino también porque no hay
que olvidar, en el caso de que hubiese duda sobre si el acto estaba incluido
dentro del objeto social, la reiterada doctrina de esta Dirección General
de que el objeto social no puede calificarse con criterio excesivamente
riguroso y que la conexión de un acto con el objeto social no es sencillo
detenninarlo en general y a priori, no estando los terceros obligados a
asumir la carga de interpretar esa conexión al celebrar un negocio con
el administrador, teniendo en cuenta, además, que el objeto social está
redactado unilateralmente por la sociedad por lo que es ésta y a posteriori
la legitimada para contrastar esa conexión y exigir la responsabilidad per­
tinente al órgano administrativo que hubiera realizado actos desconectados
con el objeto social (cfr. artículos 122.2 y 131.1 LSA), como declaró la
Resolución de 22 de marzo de 1992,-la que además también se manifestó
en el sentido de estar incluidos en el ámbito del poder de representación
de los administradores no sólo los actos de desarrollo o ejecución. del
objeto de forma directa o indirecta, así corno los complementarios o auxi­
liares para ellos, sino también los actos neutros o polivalentes (Resolu­
ciones de 2 de octubre de 1981 y 12 de mayo de 1989), e incluso los
actos aparentemente no conectados con el objeto social (sentencias del
Tribunal Supremo de 14 de mayo de 1984 y 24 de noviembre de 1989
y Resoluciones de 1 de julio de 1973 y 31 de marzo de 1986 en relación
a los avales de terceros), quedando excluidos, en principio, del ejercicio
del poder de representación los claramente contrarios al objeto. Hay que
concluir, pues, que la determinación del objeto social, que cumple una
importante finalidad, no supone una limitación de la personalidad jurídica
ni de la capacidad de la sociedad que tiene la posibilidad de realizar actos
aislados fuera del objeto social. Por ello, aunque en la escritura de venta
no se haga referencia a la existencia del arrendamiento financiero, nunca
podrá deducirse, si no hay pronunciamiento judicial, que la venta. estaba
desconectada del objeto social exclusivo de la sociedad de deasing», y
aunque así se concluyera y la compra y la venta fuera en efecto extrañas
al .leasing», serían totalmente válidas en nuestro Derecho sin perjuicio
de las responsabilidades administrativas y societarias procedentes.

4. El tercero de los defectos alegados tampoco puede ser acogido.
La afirmación del Registrador de que no se cumple en la compraventa
el requisito esencial de la fijación de un precio cierto no se corresponde
con la realidad. reflejada en la escritura y la explicación de que no puede
considerarse corno tal el valor residual del bien transmitido va más allá
de su' facultad de calificación, pues una apreciación de tal índole no se
refiere a la certeza del precio sino a su condición de justo, figura que
no está aceptada en la regulación que de la materia hace el Código Civil,
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y si lo estuviera BU apreciación correspondería a la potestad jurisdiccional
de los jueces y tribunales. Además, hay que tener en cuenta que del ejercicio
potestativo del derecho de la adquisición que realiza el usuario adquirente
surge :un nuevo- negocio jurídico con causa onerosa que, aunque gené­
ticamente conectado con el propio contrato de cleasing., es jurídIcamente
independiente de él y su causa también independiente de la propia causa
cleasing•. La compraventa en que -se concreta la transmisión final no es
un mero acto de ejecución de alguna de las prestaciones de un negocio
anterior, sino un verdadero negociojurídico que exige nuevas declaraciones
de volwttad, sin que ello obste a que sea una compraventa de contornos

. propios y típicos propios de ella en la que el precio, en virtud de conexión
genética antes expresada, y de la propia causa onerosa típica de la figura,
es lícito, no sólo que las partes lo fijen corno tengan por conveniente,
sino que para determinarlo lo hagan en función de otras consideraciones
que no sean el total valor del bien transmitido.

Esta Dirección General ha acordado confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de mayo de 1994....:El Director·general, Julio Burdiel·Hér-­
nández.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Madrid.

12809 ORDEN M 12 M mayo M 1994 pcrr la que se dispone .1
cumplimiento de la sentencia dictada por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Sala Tercera en el recur·
so 321.631, interpuesto por doña María Jesús García f.etra..
do, en nombre y represento.ci<ln M don Raj=1 Ayal4 Piño/.

En el recurso contencioso-administrativo interpuesto por doña María
Jesús García Letrado, en nombre y representación de don Rafael Ayata
Piñol, contra la Administración del Estado, sobre indemnización por fun­
cionamiento anormal de la Administración de Justicia, la Sección Tercera
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional ha dictado sen·
tencia con fecha 28 _de enero de 1994 cuya parte dispositi'(& dice:

_Fallo: Desestimamos el recurso contencioso-administrativo interpuesto
por don Rafael Ayala Piñol, contra las resoluciones del Ministro de Justicia
de 23 de noviembre de 1987, que denegó concederle la indemnización
solicitada por funcionamiento anormal de la Administración de Justicia,
y la de 28 de febrero de 1988, denegatoria del recurso de reposición,
al ser tales resoluciones ajustadas a derecho, absolviendo a la Adminis­
tración demandada de las pretensiones contra ella deducidas; sin condena
en las costas causadas en el proceso._

En su virtud, este Ministerio de Justicia, de conformidad con lo esta·
blecido en los artículos 118 de la Constitución, 17.2 de la Ley Orgánica
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y demás preceptos concordantes
de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, ha dis-­
puesto la publicación de dicho fallo en el -Boletín Oficial del Estado_ para
general conocimiento y cumplimiento en sus propios términos de la men·
cionada sentencia.

Lo que digo a V. l. para su conocimiento y demás efectos.
Madrid, 12 de mayo de 1994.-P. D., la Subsecretaria, Margarita Robles

Fernández.

nmo. Sr. Director general de Relaciones con la Administración de Justicia.

MINISTERIO DE DEFENSA

1281 O REAL DECRETO 1256(1994, M :'1 M juni<>, pcrr .1 que se
concede la Gran Cruz de la Orden del Mérito Militar, con
distintivo bianco, a título p6stumo, al General de Brigada
MI Cuerpo General M "" Arnl(lS (bifantería) MI 1;jércila
de Tierra don Juan José Hernández Rovira.

En atención a los méritos.y circunstancias que concurrían en el General
de Brigada del Cuerpo General de las Armas (Infantería) del &jército de
Tierra don Juan José Hernlindez Rovira,

Vengo en concederle la Gran Cruz de la Orden del Mérito Militar, con
distintivo blanco, a título póstumo.

Dado en Madrid 3 de junio de 1994.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Defensa,
JULIAN GARelA VARGAS

MINISTERIO
DE EDUCACION y CIENCIA

12811 RESOWCION M 16M mayo M 1994, M la Secretaría M
Estado de Educaci6n, por la que se corrigen errores de
la de 21 de abril de 1994, por la que se conceden ayudas
destinadas a fomentar la realización de actividades por
parte de Confederaciones, Federaciones y Asociaciones de
Alumnos.

Por Resolución de 21 de abril de 1994 (-Boletín Oficial del Estado­
de 12 de mayo) de la Secretaría de Estado de Educación, se conceden
ayudas destinadas a fomentar la realización de actividades por parte de
Confederaciones, Federaciones y Asociaciones de Alumnos.

Advertido error en el anexo 11 de solicitudes denegadas por haber
obtenido puntuación menor a la de la última subvencionada, se procede
a la corrección del citado anexo.

Madrid, 16 de mayo de 1994.-El Secretario de Estado de Educación,
Alvaro Marchesi Ullastres.

Ilmo. Sr. Director general de Formación Profesional Reglada y Promoción
Educativa.

ANEXO II

SoUcltudes denegadu

Denominación Centro Localldad Provincia

La Estrella C. El Ave María ..........•.............................. Albacete... Albacete.
Semilla Nueva........................................... C. San Vicente de Paúl Gijón Asturias.
Sindicato de Estudiantes I.B. Carreño Miranda.................................. Avilés Asturias.
Sindicato de Estudiantes I.P.F.P................................................... Avilés Asturias.
Sindicato de Estudiantes I.F.P. Piedras Blancas Castrillón Asturias.
Sindicato de Estudiantes I.B. La Magdalena Avilés :..................... Asturias.
Sindicato de Estudiantes ,........................ I.B. Príncipe de Asturias , .. ,........ Moreda '; , . . Asturias.
A.A. Alonso de Madrigal ...........• , ,..... I.B. Alonso de Madrigal , , ,.............. Avila Avila,
La Almena., ,........................... C. Purísima Concepción Las Nieves :............. Avila" ' , .. , ,............... Avila
Medalla Milagrosa C. Medalla Milagrosa AviIa Avlla.


